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León, Guanajuato, a 15 quince de septiembre del año 2009, dos mil nueve. . 
V I S T O para resolver el expediente número 265/2008-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por el ciudadano ARTURO GARCÍA LOZA, en contra del Contralor Municipal de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . .  . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que se impugna el sobreseimiento emitido en el expediente CM/DCS/199/07-Q1 y la multa impuesta al actor, por la cantidad de $990.00 (novecientos noventa pesos 00/100 moneda nacional). La existencia del acuerdo de sobreseimiento impugnado no se encuentra acredita en autos de esta causa administrativa por las razones expresadas en el considerando siguiente; y, la existencia de la multa combatida se demuestra con el original de la resolución de fecha 29 veintinueve de agosto del año 2008, dos mil ocho, en la que se le impone al justiciable la multa combatida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Bajo esa tesitura y con las facultades que concede el citado artículo 261 a este Órgano de Control de Legalidad, de oficio determina que respecto al acuerdo de sobreseimiento del expediente CM/DCS/199/07-Q1, de fecha 29 veintinueve de agosto del año 2008, dos mil ocho, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del referido artículo 261, por inexistencia del acuerdo impugnado, en mérito de las consideraciones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De la constancia y actuaciones que integran esta causa administrativa se advierte que no se encuentra demostrada la existencia del acuerdo de sobreseimiento que impugna la parte actora, toda vez que se limita a exhibir la resolución de fecha 29 veintinueve de agosto  del año 2008, dos mil ocho, a través de la cual el Contralor de esta Municipalidad determina la improcedencia de la inconformidad o queja presentada por Arturo García Loza, al no existir elementos suficientes para la instauración del procedimiento de responsabilidades administrativas en contra de servidor público alguno, siendo lo anterior así, no existe la declaración de sobreseimiento de procedimiento alguno. De este modo, cabe resaltar que la improcedencia y el sobreseimiento son dos figuras jurídicas distintas; pues, en este caso concreto, la improcedencia la podemos entender como la imposibilidad jurídica que tiene el Órgano de Control demandado para instaurar el procedimiento de responsabilidades administrativas, por no contar con elementos probatorios suficientes, que demuestren cuando menos presuntivamente la responsabilidad del servidor público acusado; mientras que, el sobreseimiento es el acto procesal mediante el cual se da por terminado un procedimiento administrativo, sin entrar a resolver el fondo del asunto, al presentarse alguna causa de impedimento, prevista por la Ley, amén de que la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios, no contempla causas de sobreseimiento de los procedimientos de responsabilidades administrativas. En consecuencia, ante la inexistencia del acuerdo de sobreseimiento que nos ocupa, respecto a este se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261, por consiguiente es procedente declarar el sobreseimiento respecto a este acto, de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262, ambos del Código de Procedimiento y  Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . 
La autoridad demandada por su parte aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que los actos que el quejoso impugna fueron consecuencia del estudio de las actuaciones que conformaron la investigación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en mérito de las consideraciones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De la argumentación expresada en la contestación de la demanda, no se configura ninguna hipótesis jurídica que constituya una causal de improcedencia prevista en alguna disposición legal del propio Código de Procedimiento y Justicia Administrativa u otro Ordenamiento Legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así, advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra causal de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que el actor en la parte final del concepto de impugnación  expresado en la demanda aduce en esencia que se viola en su perjuicio el derecho de audiencia, puesto que se dejó de implementar el proceso respectivo donde se le concediera el derecho de audiencia, el derecho de argumentar en su defensa, porque la Contraloría fijó una cantidad que consideró adecuada pero sin fundamento alguno, ya que la resolución que emitió carece de las formalidades que deben de tener estas y que exigen en toda resolución los artículos 224 y 227 del Código de Procedimientos Civiles vigentes en el Estado, como son tener una resolución sucinta de las cuestiones planteadas y las pruebas rendidas, así como las consideraciones jurídicas aplicables, tanto legales como doctrinarias, que al no haber cumplido estos requisitos, resulta a todas luces la incompetencia de la contraloría para imponer la multa como para conocer del fondo el asunto planteado. En tanto que, la autoridad demandada en su contestación expresa en esencia que  la Contraloría tiene atribuciones para imponer mutas a quien interponga una queja de manera maliciosa o sin motivo alguno, conforme al artículo 35 de la Ley de Responsabilidad Administrativa del Estado de Guanajuato y sus Municipios, que es ineficaz que se le deba realizar un procedimiento conforme al Código de Procedimientos Civiles, toda vez que el procedimiento administrativo se le aplica al denunciado y no al denunciante, que también es ineficaz el hecho de que se fundamente y motive conforme a la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios, la sanción por interponer en forma maliciosa o sin motivo alguno la queja, en virtud de que dicho acto fue fundado y motivado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta INFUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, no se viola al actor su derecho de audiencia, toda vez que la multa impugnada se le impone de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 35 de la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios, numeral que concede facultades a la autoridad demandada para imponer la sanción consistente en multa de 20 veinte a 120 cientoveinte salarios mínimos vigentes en la Entidad, a toda aquella persona que presente una queja o denuncia en forma maliciosa o sin motivo alguno; de esta manera, la imposición de la multa a debate tiene su origen en una disposición jurídica que tiene como fin, evitar o desalentar a la persona que pretendan presentar quejas o denuncias en forma maliciosa o sin motivo alguno. En ese sentido, una vez actualizada la hipótesis, prevista en este artículo 35 de la Ley en comento, para que el Contralor Municipal este en aptitudes de imponer la multa dentro de los límites establecidos en ese numeral, atendiendo además a las atenuantes, a las condiciones particulares y especificas de la queja planteada, esto es, a las consecuencias que conllevó dicha conducta. Siendo esto así, de manera previa a la ejecución de la sanción administrativa consistente en multa, es decir, antes de que la Tesorería Municipal lleve a cabo el cobro de la multa a través del procedimiento administrativo de ejecución, previsto en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, la puede impugnar ante los Juzgados Administrativos Municipales mediante el Juicio de Nulidad, de acuerdo a lo previsto   por el artículo 206-A de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, de ahí que, por la naturaleza de multa, con este medio ordinario de defensa se satisface la garantía o derecho de audiencia, ya que ante el Órgano Jurisdiccional  puede argumentar y ofrecer pruebas para desvirtuar la presunción de legalidad de la resolución a debate. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En segundo lugar, es cierto que en el procedimiento de responsabilidades administrativas se aplica el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, a falta de disposición expresa y en cuanto no se oponga a lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios; empero, también es verdad que en cuanto a la multa impugnada no se aplica el referido Código de Procedimientos Civiles, toda vez que no se trata de la sanción prevista en la fracción II del artículo 13 de la invocada Ley de Responsabilidades Administrativas, sino que el tipo de la sanción impugnada es de carácter especial, ya que es suficiente que la persona presente una denuncia o una queja de manera maliciosa o sin motivo alguno, para que se haga  acreedor a una sanción como la impugnada. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . .
Por último, sobre el particular cabe resaltar que la resolución a través de la cual se impone la multa combatida al actor, se encuentra debidamente fundada en el artículo 35 de la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos del Estado de Guanajuato y sus Municipios, además el Contralor Municipal cuenta con atribuciones para imponer la sanción a debate, por disposición expresa del referido numeral; conforme a lo anterior, la multa impugnada se encuentra apegada a derecho, por consecuencia, con fundamento en el artículo 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente declarar la validez de la resolución impugnada en este proceso, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en este considerando. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción VI, 262 fracción II, 287, 298 y 299 y 300 fracción I del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Respecto al acuerdo de sobreseimiento impugnado, se declara el SOBRESEIMIENTO, por las consideraciones lógico-jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la VALIDEZ de la resolución de fecha 29 veintinueve de agosto del año 2008, dos mil ocho, en la que se acuerda imponerle a Arturo García Loza, una multa por la cantidad de $990.00 (novecientos noventa pesos 00/100) moneda nacional, por las razones expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . .  . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DE FECHA 15 QUINCE DE SEPTIEMBRE DEL AÑO 2009, DOS MIL NUEVE, DICTADA EN EL EXPEDIENTE NÚMERO 265/2008-JN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
